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Causa nº54467   “Luis A. Dell’ Acqua S.E.C. y otros y  

                 Dell’ Acqua Cecilia Inés    

                 s/ Inc. Realización de Bienes en Autos: 

                 Luis A. Dell` Acqua S.E.C. y otros y Dell’ 

                 Acqua Cecilia Inés s/ Quiebra”. 

                 Juzgado  Civil Nº2 – Tandil-.

                Reg......104 ......Sent.Civil.

En la ciudad de Azul, a los 14 días del mes de Octubre del año Dos Mil Diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctores Jorge Mario Galdós y Víctor Mario Peralta Reyes, no haciéndolo la Dra. Ana María De Benedictis, por encontrarse integrando transitoriamente la Sala I de esta Cámara al momento del sorteo, en virtud del Acuerdo Extraordinario de fecha 2 de septiembre del corriente (art.47 y 48 Ley 5827), para dictar sentencia en los autos caratulados: "Luis A. Dell’ Acqua S.E.C. y otros y Dell’ Acqua Cecilia Inés s/ Inc. Realización de Bienes en Autos: Luis A. Dell` Acqua S.E.C. y otros y Dell’ Acqua Cecilia Inés s/ Quiebra” (Causa Nº 54467), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dr. PERALTA REYES y Dr. GALDOS.  

            Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

                       -C U E S T I O N E S-
1era. ¿Es justa la sentencia apelada de fs.273/273vta.?

2da. ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

-V O T A C I O N-

          A LA PRIMERA CUESTION, el Sr. Juez Dr. Peralta Reyes dijo:
             I. Mediante auto de fs.259/260vta., la magistrada de la anterior instancia ordenó la venta en pública subasta del 100% de los inmuebles identificados con las matrículas 24.119 y 22.293 del Partido de Tandil, al mejor postor, por intermedio del martillero Francisco Mario Iriani, designado en el juicio principal de quiebra. Con respecto al primer inmueble se fijó una base de $ 145.086 y con relación al segundo se estableció una base de $ 145.810.



  II. Posteriormente, compareció a los autos el fallido Luis Alberto Dell'Acqua, quien solicitó la aplicación al caso del beneficio de subasta progresiva previsto en el art.572 del Código Procesal (fs.269). Pidió, en concreto, que se ordene la venta de los mencionados inmuebles en actos sucesivos, por separado, y en días diferentes; comenzando por el bien empresarial ubicado en Avda. España n° 943 de Tandil, y para el caso que esta venta no fuera suficiente, proceder a la enajenación del bien asiento de su única vivienda familiar, donde convive con la también fallida Mirta Tripodi de Dell'Acqua y con la hija de ambos, Lorena María Dell'Acqua, quien padece incapacidad absoluta por síndrome de Down y deficiencia mental. Solicitó que, en ambos casos, se autoricen las ofertas por sobre cerrado (fs.269vta./270).




Acompañó una estimación realizada por martillero público sobre el valor del inmueble ubicado en Avda. España n° 943, la que arroja un monto de u$s 220.000 o su equivalente de $ 759.000. Alegó que si esta suma fuera lograda en la subasta pública, permitiría satisfacer íntegramente los créditos falenciales, por lo que resultaría innecesaria la subasta del otro bien (fs.269vta./270).




III. El Síndico contestó el traslado que le fue conferido, calculando el monto actualizado del pasivo falencial en la suma de $ 791.481,16, o sea u$s 222.362. Dijo el funcionario que el auto de venta incluye dos inmuebles: matrícula n° 24.119, ubicado en Avda. España n° 943 de Tandil, consistente en un salón comercial con departamento, y matrícula n° 22.293, ubicado en calle Maipú n° 1563 de Tandil, destinado a vivienda familiar. Adujo que la venta de un solo inmueble no sería suficiente para la cancelación de todo el pasivo, no obstante lo cual y teniendo en cuenta que la finca de calle Maipú n° 1563 está habitada por el fallido y una hija discapacitada, es posible en primer lugar realizar la venta del local y, posteriormente, en base al resultado de esta subasta y al saldo impago estimado, continuar con la enajenación de la casa habitación (fs.272/272vta.).




IV. En la resolución apelada de fs.273 y vta. se sostuvo que al pasivo estimado de $ 791.481,16, debe adicionársele una suma estimativa de $ 200.000 para responder a costos y costas del proceso falencial, lo que arrojaría un total de $ 990.000. En función de ello, se dispuso que la venta en pública subasta comenzará por el inmueble de Avda. España n° 943, y en el único supuesto que el monto resultante de esta venta alcance y/o supere la suma de $ 990.000, se dejará sin efecto, momentáneamente, la venta del inmueble ubicado en calle Maipú n° 1563, donde se asienta la vivienda de los fallidos. De lo contrario se procederá de inmediato, en el mismo día y acto seguido, a la venta en pública subasta del segundo bien (fs.273/273vta.).




V. La aludida resolución fue pasible del recurso de apelación deducido por los fallidos Luis Alberto Dell'Acqua y Mirta Tripodi de Dell'Acqua (fs.274), el que habiendo sido declarado inadmisible por la jueza de primera instancia (fs.275), fue concedido a través de la admisión del pertinente recurso de queja (fs.16/17).




En la fundamentación de su recurso critican los apelantes el cálculo efectuado por el Síndico, así como la resolución impugnada que la hubo receptado, sin corrérsele el pertinente traslado (fs.303vta.). Aducen que el pasivo no debería superar la suma de $ 564.399,07, y cuestionan también el monto presupuestado por la a quo en concepto de costas (fs.304/305). Se quejan porque se omitió considerar lo relativo a las ofertas en sobre cerrado, y hacen referencia al otro bien inmueble destinado a comercio (fs.305vta.). Piden, en suma, que primero se subasten los dos inmuebles sitos en Avda. España, previa regularización dominial de uno de ellos, permitiéndose las ofertas en sobre cerrado, además de las demás medidas de seguridad. Luego, previa determinación fehaciente del saldo insoluto, se procederá a la subasta de la única vivienda familiar de los fallidos (fs.305vta./306).




VI. El aludido memorial fue contestado por la Sindicatura (fs.308/317vta.), revistiendo decisiva gravitación estas presentaciones, pues a través de las mismas se está admitiendo el mecanismo liquidatorio planteado por los deudores (ver especialmente el escrito de fs.317/317vta.).




A su turno, emitió su opinión la Fiscalía General (fs.323/324), quien propició la revocación del decisorio apelado y la realización de la subasta con las modalidades indicadas por los fallidos, en base a las consideraciones expuestas en ese dictamen.




VII. La cuestión traída a juzgamiento debe ser enmarcada en la denominada constitucionalización de los derechos civiles, puesto que la mayoría de las constituciones modernas contemplan el amparo de la familia como un valor de rango constitucional. Más concretamente, la protección jurídica del hábitat se muestra como una verdadera necesidad humana, a punto tal que se incluye en las declaraciones internacionales y en las constituciones de numerosos países. En función de estas normas se ha dicho que "en el estado actual de nuestra civilización, el derecho a la vivienda puede considerarse como uno de los derechos fundamentales del hombre y, por extensión, de la familia por él formada". De estas disposiciones se deriva, incluso, el derecho de la persona a vivir en un hogar, a convivir con sus más próximos parientes y a realizar en su seno las actividades necesarias para el desarrollo de su personalidad (Kemelmajer de Carlucci, Protección jurídica de la vivienda familiar, Editorial Hammurabi, Bs.As. 1995, págs.37 a 41, con cita de García Cantero, Configuración del concepto de vivienda familiar en el derecho español, en Hogar y ajuar de la familia en las crisis matrimoniales, pág.61; sobre constitucionalización del Derecho Civil, ver Lorenzetti, Las normas fundamentales de derecho privado, Rubinzal-Culzoni Editores, Santa Fe 1995, págs.201 y sgtes.).




Por lo demás, la protección de la familia y de la vivienda se encuentra consagrada en el art.14 bis de la Constitución Nacional (incorporado por la reforma de 1957), así como también en los siguientes convenios internacionales que, a partir de la reforma constitucional de 1994, integran el orden interno con jerarquía constitucional (art.75 inciso 22 de la Carta Magna): Declaración Universal de los Derechos del Hombre de 1948 (arts.16 y 25); Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 (art.23); Convención Americana de Derechos Humanos de 1969, aprobada por ley 23.054 (art.17); Pacto Internacional de Derechos económicos, sociales y culturales de 1966, ratificado por ley 23.313 (art.11.1); Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial de 1967 (ratificada por ley 17.722 (art.5 inciso e, punto iii); Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer de 1979, ratificada por ley 23.179 (art.14 inciso h); Convención sobre los derechos del niño de 1989, aprobada por ley 23.849.




Así sostiene Kemelmajer de Carlucci que esta nueva visión, desarrollada firmemente en todos los países europeos, implica, para el legislador y el poder administrador, el deber de instrumentar políticas globales que lo hagan efectivo; y, para el juez, el deber de interpretar el sistema jurídico comenzando por la Constitución. La nueva visión del tema obliga al juez a interpretar los preceptos legales conforme a las pautas constitucionales, aun en contra de lo que podrían ser pautas sólidamente arraigadas en la sociedad. Este modo de interpretar es muy importante, pues la realización de la graduación jerárquica entre la norma y un texto constitucional representa un instrumento significativo para garantir la continuidad y estabilidad de determinadas políticas que, en la elección, se consideran de interés preeminente. En tal sentido recomendaron las "V Jornadas Bonaerenses de Derecho Civil, Comercial, Procesal e Informático", realizadas en Junín, en 1992: "El mandato constitucional de amparo a la vivienda familiar (art.14 bis, Constitución Nacional) constituye una valiosa pauta interpretativa que debe orientar al juzgador en la solución de los casos concretos. Por eso, el ordenamiento infraconstitucional o derecho derivado, debe ser comprendido a la luz de las garantías constitucionales y de los tratados internacionales ratificados por nuestro país" (ob. cit. págs.44, 50 y 51).




Un ejemplo relevante de este criterio interpretativo basado en los textos constitucionales, se observa en un reciente pronunciamiento de la Suprema Corte Provincial, donde, precisamente, se ordena a la Provincia de Buenos Aires y a la Municipalidad de La Plata a proveer de una vivienda adecuada a una familia aquejada por una gravísima situación. Expresó el Superior Tribunal, en un párrafo de esta sentencia y con referencia a la causa Ac.86.250 del 23-12-03, que "la referida reforma constitucional, en el art.75 inc.23 impone que el estado debe asumir la concreción de medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños; por tanto, el juez debe interpretar las normas existentes a la luz de principios de acción positiva (con cita de Kemelmajer de Carlucci, Aída, 'Las acciones positivas', publicación de la Asociación de Abogados de Bs.As., abril de 2001; también ver Ac.84.856, sent. 26-II-2003)" (S.C.B.A., sentencia del 14-6-10, "P., C. I y otro c. Provincia de Buenos Aires, del voto del Dr. De Lázzari, LLBA 2010, ejemplar de agosto de 2010, pág.724; lo destacado me pertenece). Si bien en ese precedente la condena a cumplimentar acciones positivas recayó en el Estado provincial, lo que es aquí de aplicación analógica radica en la tutela del derecho humano a la protección de la vivienda familiar. Por lo demás, la tutela constitucional de la vivienda familiar ya ha sido recogida en anteriores precedentes, cohonestados con la materia en debate, por este Tribunal (causa nº54.100, “Vitrano” del 4/5/2010, con sus citas y remisiones).  




VIII. A la luz de los principios sentados en el apartado precedente, resulta evidente que el caso de autos debe ser resuelto en consonancia con el planteo formulado por los recurrentes, el que ha merecido la adhesión de la Sindicatura (más allá de lo atinente a la concreta determinación del pasivo concursal) y de la Fiscalía General (véanse las concluyentes aserciones volcadas por estos sujetos procesales a fs.317/317vta. y a fs.323/324). Precisamente, en el dictamen fiscal se hace referencia a la incapacidad padecida por la hija de los fallidos, con cita del art.28 de la Convención internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad, que se entiende aplicable en la especie (fs.324).




En efecto, el caso en análisis no constituye un supuesto complejo donde se encuentre en juego un derecho humano al que haya que acceder (como sucedió en el mencionado precedente de la Suprema Corte Provincial), sino que se trata de un derecho en el que "se está", utilizando la gráfica y certera expresión de Bidart Campos (Teoría General de los Derechos Humanos, Astrea, Bs.As. 1991, págs.23 y 24). En efecto, lo único que los fallidos plantean es una distinta modalidad en la liquidación del pasivo falencial, que contemple el beneficio de la subasta progresiva contemplado en el art.572 del código ritual, a fin de preservar su vivienda familiar si fuere posible, en el supuesto que la venta de los bienes con destino comercial resultare suficiente para afrontar los créditos de los acreedores y las costas del proceso concursal (ver la reseña efectuada en los apartados II y V del presente voto).




Entiendo que la aplicación del referido artículo 572 debe juzgarse bajo el prisma constitucional al que aludí en el apartado anterior; debiendo recordarse, en esta tarea hermenéutica, que en lo relativo a la venta singular de los bienes por subasta, en los procesos de quiebra, "los códigos procesales locales se aplican a todas las alternativas de la subasta que no estén expresamente previstas en la ley de concursos, siempre y cuando esas normas adjetivas resulten compatibles con la celeridad que debe observarse en el trámite concursal" (arts.208 y 278 de la L.C.Q., Rouillón, Alonso y Tellechea, en Código de Comercio Comentado y Anotado, Rouillón director, Alonso coordinador, tomo IV-B, La Ley, Bs.As. 2007, pág.527; Rivera-Roitman-Vítolo, Ley de concursos y quiebras, tercera edición actualizada, tomo III, Rubinzal-Culzoni Editores, Santa Fe 2005, pág.296; Junyent Bas y Molina Sandoval, Ley de concursos y quiebras comentada, tomo II, Lexis Nexis Depalma, Bs.As. 2003, pág.424).




Por lo demás, si en la concreta circunstancia de autos pudiera resentirse, en alguna proporción, el principio de celeridad que debe imperar en los procesos falenciales, no quedan dudas en el sentido de que tal derivación obedece al propósito de tutelar, en la medida de lo posible, la vivienda familiar. Los fallidos sólo persiguen diferir para un segundo momento temporal la subasta del inmueble donde habitan, no advirtiéndose que ello pueda acarrear una demora significativa en el trámite de autos. Desde este ángulo, el planteo en examen reviste plena razonabilidad y merece ser acogido (arts.14 bis, 33, 75 incisos 22 y 23 de la Constitución Nacional).

 


Sólo cabe formular una última reflexión con respecto al citado art.572 del código ritual, según el cual el juez, de conformidad con las particularidades del caso, podrá ordenar que la subasta se realice en distintas fechas, a fin de suspender eventualmente el remate cuando el precio obtenido baste para cubrir el crédito, los intereses y las costas. Ello consiste en realizar bienes en actos distintos, en forma ordenada y sucesiva, y la finalidad de la norma radica en evitar la producción de perjuicios innecesarios al ejecutado; lo que se contempla es la posibilidad de que las sumas adeudadas puedan ser satisfechas con la ejecución de parte de los bienes embargados. Esta norma permite que la venta sea menos gravosa para el deudor, en la eventualidad que el valor de los bienes supere el monto de la deuda; podrá entonces el deudor salvar algo de su patrimonio (conf. Iturbide, en Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, Highton-Areán dirección, tomo 11, Hammurabi, Bs.As.2008, págs.174 y 175). Como bien puede extraerse de este análisis doctrinario, los propósitos que inspiraron la inclusión de esta norma en el código de forma se hallan en línea con las reflexiones sentadas precedentemente y con el propósito perseguido por los aquí apelantes; de allí que no queden dudas en el sentido de que resulta viable su aplicación al caso de autos. 




IX. En virtud de lo expuesto, propicio al acuerdo adoptar la siguiente resolución: 1) Revocar la sentencia apelada de fs.273/273vta. y hacer lugar a al beneficio de subasta progresiva previsto en el art.572 del Código Procesal, conforme fuera peticionado por los fallidos a fs.269/270; permitiéndose, en todos los casos, la formulación de ofertas en sobre cerrado. 2) Disponer que, si dentro del plazo a fijarse en primera instancia, se regularizare el dominio del inmueble comercial identificado con la partida 18.306, del que dan cuenta los escritos de fs.242 y fs.282/283, el mismo deberá subastarse conjuntamente con el restante inmueble comercial ubicado en Av. España n° 943, matrícula 24.119 del Partido de Tandil, en atención a que ambos bienes serían linderos; admitiéndose, de este modo, lo solicitado por el Síndico en el punto 2 de fs.317. 3) Disponer que, en el caso que no fuere suficiente la subasta indicada en el precedente punto 2, en fecha distinta se procederá a la subasta del inmueble que constituye la vivienda de los deudores. 4) Imponer en el orden causado las costas de ambas instancias de la presente incidencia, en atención a la forma en que se ha planteado la cuestión y al resultado al que se arriba (art.68 del Cód. Proc.); difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (arts.31 y 51 del dec.ley 8.904/77).




Así lo voto. 



     A la misma cuestión, por los mismos fundamentos, el Dr. Galdós adhirió al voto precedente votando en igual sentido.

        A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Doctor PERALTA REYES, dijo:


              Atento a lo que resulta del tratamiento de la cuestión anterior, se resuelve: 1) Revocar la sentencia apelada de fs.273/273vta. y hacer lugar a al beneficio de subasta progresiva previsto en el art.572 del Código Procesal, conforme fuera peticionado por los fallidos a fs.269/270; permitiéndose, en todos los casos, la formulación de ofertas en sobre cerrado. 2) Disponer que, si dentro del plazo a fijarse en primera instancia, se regularizare el dominio del inmueble comercial identificado con la partida 18.306, del que dan cuenta los escritos de fs.242 y fs.282/283, el mismo deberá subastarse conjuntamente con el restante inmueble comercial ubicado en Av. España n° 943, matrícula 24.119 del Partido de Tandil, en atención a que ambos bienes serían linderos; admitiéndose, de este modo, lo solicitado por el Síndico en el punto 2 de fs.317. 3) Disponer que, en el caso que no fuere suficiente la subasta indicada en el precedente punto 2, en fecha distinta se procederá a la subasta del inmueble que constituye la vivienda de los deudores. 4) Imponer en el orden causado las costas de ambas instancias de la presente incidencia, en atención a la forma en que se ha planteado la cuestión y al resultado al que se arriba (art.68 del Cód. Proc.); difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (arts.31 y 51 del dec.ley 8.904/77).




Así lo voto.

                A la misma cuestión, por los mismos fundamentos, el Dr. Galdós adhirió al voto precedente votando en igual sentido.

               Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S  E  N  T  E  N  C  I  A
                        Azul,  
Octubre de 2010. -

    AUTOS Y VISTOS:
     CONSIDERANDO:                     

                    Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C.,  se resuelve: 1) Revocar la sentencia apelada de fs.273/273vta. y hacer lugar a al beneficio de subasta progresiva previsto en el art.572 del Código Procesal, conforme fuera peticionado por los fallidos a fs.269/270; permitiéndose, en todos los casos, la formulación de ofertas en sobre cerrado. 2) Disponer que, si dentro del plazo a fijarse en primera instancia, se regularizare el dominio del inmueble comercial identificado con la partida 18.306, del que dan cuenta los escritos de fs.242 y fs.282/283, el mismo deberá subastarse conjuntamente con el restante inmueble comercial ubicado en Av. España n° 943, matrícula 24.119 del Partido de Tandil, en atención a que ambos bienes serían linderos; admitiéndose, de este modo, lo solicitado por el Síndico en el punto 2 de fs.317. 3) Disponer que, en el caso que no fuere suficiente la subasta indicada en el precedente punto 2, en fecha distinta se procederá a la subasta del inmueble que constituye la vivienda de los deudores. 4) Imponer en el orden causado las costas de ambas instancias de la presente incidencia, en atención a la forma en que se ha planteado la cuestión y al resultado al que se arriba (art.68 del Cód. Proc.); difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (arts.31 y 51 del dec.ley 8.904/77). Notifíquese por Secretaría y devuélvase. Fdo.: -Dr. - Jorge Mario Galdós - Presidente – Cámara Civil y Comercial – Sala II - Dr. Víctor Mario Peralta Reyes -Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Ante mi: Dra. María Fabiana Restivo  – Secretaria – Cámara Civil y Comercial – Sala II.------------

